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Educación y política: el gobierno de la educación 
como tema de la agenda f ilosófica contemporánea

Pablo da Silveira

El interés de los filósofos por la educación es tan viejo como la 
filosofía misma. Los sofistas, Sócrates y Platón ya le atribuían 
una importancia enorme. En la era moderna, grandes figuras 

como Locke, Rousseau, Condorcet, Kant, Stuart Mill o Nietzsche le 
dedicaron esfuerzos significativos1. Pero ese interés pareció debilitar-
se con el paso del tiempo, hasta el punto de que la educación como 
objeto de reflexión filosófica prácticamente se eclipsó todo a lo largo 
del siglo XX. Con alguna excepción importante, como John Dewey, los 
grandes referentes filosóficos del siglo pasado dejaron el tema fuera de 
su agenda de trabajo. Ni Husserl, ni Heidegger, ni Popper, ni Sartre, ni 
Wittgenstein, ni Quine, ni Habermas, ni Rawls, por mencionar sólo 
algunos, le prestaron demasiada atención.

Esta situación ha cambiado en el correr de los últimos años. De 
un modo tal vez inesperado, la educación ha vuelto a instalarse en la 
agenda de trabajo de los profesionales de la filosofía. La lista de quie-
nes le han prestado atención incluye, entre otros, a Bruce Ackerman, 
Elizabeth Anderson, David Archard, Harry Brighouse, Eamonn Ca-
llan, Randall Curren, Joel Feinberg, William Galston, Amy Gutmann, 

1 	 Para algunas visiones panorámicas ver, por ejemplo, rorty 1998, blake 
2002, curren 2005, siegel 2012.
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Richard Hare, Will Kymlicka, Charles Larmore, Stephen Macedo, 
Onora O’Neill, Adam Swift y Alan Wolfe.

Esta rápida lista de autores tiene dos características que permiten 
avanzar en la descripción.

La primera es que todos ellos provienen del mundo anglosajón. 
Parecería que está operando aquí una dinámica conocida. Así como 
la renovación del interés por las teorías de la justicia empezó en el 
mundo anglosajón y desde allí se extendió al resto del mundo filosó-
fico, algo parecido parece estar pasando con la renovación del interés 
filosófico por la educación.

La segunda característica es que casi todos los filósofos que aca-
bo de nombrar son filósofos políticos. Y este es un punto a destacar, 
porque la clase de reflexión filosófica que está ganando terreno no es 
una reflexión gnoseológica sobre las condiciones de la transmisión 
del saber, ni una reflexión antropológica sobre los fundamentos de la 
labor pedagógica, sino una reflexión esencialmente política. Es fácil 
advertir que esta supuesta novedad representa en realidad un retorno 
al pasado. También Platón, Aristóteles, Rousseau, Jefferson, Kant y 
Stuart Mill reflexionaron sobre la educación en términos políticos.

1. La noción de gobierno de la educación

Los autores recién citados defienden ideas diferentes desde perspec-
tivas también disímiles, pero todos ellos coinciden en incluir entre 
sus preocupaciones un conjunto de problemas que suelen agruparse 
bajo el título de “Gobierno de la educación”. Básicamente se trata de 
filosofía política aplicada a un objeto específico, que es la educación de 
los miembros de las nuevas generaciones como objeto de decisiones públicas. 
Para entender el significado de esta fórmula hay que empezar por 
distinguir entre tales decisiones y las decisiones puramente privadas.

Las decisiones privadas sobre educación son un acontecimiento 
común en la vida de las personas. Se trata de lo que hace una madre 
cuando dedica tiempo a apoyar las tareas escolares de sus hijos, una 
pareja cuando decide ahorrar dinero para pagar un instituto privado 
o un grupo de educadores cuando decide fundar una escuela. Todos 
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podemos tomar esa clase de decisiones (individualmente, en pareja o 
en grupo) haciendo uso de nuestras libertades civiles y sin imponer 
obligaciones a nadie. Excepto para los hijos que estén a nuestro cargo, 
rigen aquí los principios de voluntariedad y libre asociación.

Pero las sociedades democráticas (y no sólo ellas) también toman 
decisiones públicas sobre educación. Por ejemplo: imponen a todos los 
padres el deber de escolarizar a sus hijos, obligan a todos los adultos 
(incluyendo aquellos que no son padres) a financiar la educación de 
hijos ajenos, o fijan una lista de conocimientos y destrezas que, al 
menos en principio, deben ser adquiridos al llegar a ciertas edades.

A diferencia del caso anterior, estas decisiones no pueden ser to-
madas individualmente, en pareja ni en grupo, sino por la sociedad en 
su conjunto. Y también a diferencia del caso anterior, estas decisiones 
tienen normalmente un componente de obligatoriedad. Algunas de 
ellas son directamente compulsivas, como la obligación de escola-
rizar a los hijos. Otras lo son de manera indirecta. Por ejemplo, un 
programa de becas voluntarias ofrecido por el gobierno esconde la 
obligación de pagar impuestos para financiarlo. Mientras en el caso 
de las decisiones privadas se trata de iniciativas que sólo involucran a 
quienes quieran participar en ellas, en el caso de las decisiones públicas 
interviene normalmente la capacidad coercitiva del Estado.

Una decisión privada sobre educación no es lo mismo que una 
decisión sobre la educación privada. Cuando un gobierno aprueba una 
resolución que afecta al conjunto de los establecimientos privados, está 
tomando una decisión pública. También es una decisión pública aquella 
que delimita el área en la que sólo contarán las decisiones privadas.

La educación como objeto de decisiones públicas es el tema de quienes 
reflexionan sobre el gobierno de la educación. No se trata de analizar 
lo que pasa en el aula ni de identificar los supuestos antropológicos 
que subyacen a diferentes metodologías, como suelen hacer algunos 
filósofos de la educación en el sentido tradicional del término. Tam-
poco se trata de investigar las condiciones sociales en las que opera el 
sistema escolar, como hacen los sociólogos, ni de desarrollar análisis 
organizacionales a la manera de los expertos en administración. De 
lo que se trata es de reflexionar sobre lo que puede ser decidido y lo 
que no, y sobre las mejores decisiones que podemos tomar, una vez 
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que hemos admitido que la educación puede ser también vista como 
un tema que atañe a toda la sociedad. El gobierno de la educación, en-
tendido en este sentido específico, es lo que se está convirtiendo en un 
tema de creciente interés para los filósofos políticos contemporáneos2.

2. Un supuesto fundador

Que este interés sea o no justificado depende de la validez de un 
supuesto fundamental: que la sociedad como un todo está obligada 
a tomar decisiones en materia educativa. ¿Efectivamente es así? La 
pregunta es importante porque, si no fuera el caso, podríamos olvidar 
el asunto. Pero quienes nos dedicamos a reflexionar sobre el gobierno 
de la educación pensamos que hay razones válidas para responder por 
la afirmativa. Y el argumento más sólido que tenemos refiere al papel 
crucial que juega la educación en la reproducción material y simbólica 
de la sociedad.

El mayor desafío que enfrenta toda sociedad es sobrevivir al paso 
del tiempo, y el mayor obstáculo que enfrenta para lograrlo es el re-
cambio generacional. Una sociedad no está compuesta siempre por los 
mismos individuos. Hasta tal punto es así que, si tomamos un lapso 
suficientemente largo (digamos, 150 años), nos enfrentamos al hecho 
de que, si bien seguimos hablando de la misma sociedad, ninguno de 
los individuos que formaban parte de ella en el punto de partida sigue 
integrándola en el punto de llegada.

Este rasgo no es privativo de las sociedades humanas. Lo mis-
mo ocurre con los animales llamados “sociales”, como las abejas y las 
hormigas. Pero tenemos una gran diferencia con ellos. El modo en 
que se organiza un hormiguero o una colmena está casi totalmente 
determinado por el ADN de sus miembros. Por eso no existe el desa-
rrollo de estilos arquitectónicos en la construcción de hormigueros, 
ni se tienen noticias de asambleas de abejas que hayan considerado 
alternativas al hexágono para el diseño de sus panales. En cambio, las 
sociedades humanas están fuertemente influidas por las decisiones de 

2 	 Desarrollo más ampliamente esta idea en da silveira 2009.
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sus miembros. Dentro de algunos límites que en cualquier caso son 
muy amplios, nosotros podemos decidir cómo vamos a organizar la 
vida colectiva. Por eso ha habido sociedades humanas con propiedad 
privada y sin propiedad privada, con libertad política y sin libertad 
política, con esclavos y sin esclavos, con castas y sin ellas.

El éxito o fracaso de una sociedad humana depende fuertemente 
de las decisiones que tomen sus miembros y de su capacidad para 
mantener esas decisiones a lo largo del tiempo. Esto impone dos exi-
gencias que suelen ser llamadas la “exigencia de reproducción mate-
rial” y la “exigencia de reproducción simbólica” (utilizo dos expresiones 
provenientes de la tradición sociológica que han sido retomadas por 
la filosofía política)3.

Asegurar la reproducción material de la sociedad significa man-
tener el grado de eficiencia necesario para ofrecer razonables niveles 
de seguridad y bienestar a sus miembros: que haya comida y abrigo, 
que haya barreras de protección ante los peligros del mundo natural 
y que haya mecanismos de defensa ante los eventuales ataques de 
otras comunidades humanas. Asegurar la reproducción simbólica 
significa lograr que los principios, reglas e instituciones que ordenan 
la convivencia sean reconocidos como válidos y vinculantes a lo largo 
del tiempo. Si alguno de estos dos mecanismos falla, la continuidad 
de una sociedad humana estará en cuestión.

Esta doble tarea sería relativamente sencilla si las sociedades hu-
manas estuvieran siempre integradas por los mismos individuos. Pero 
el recambio generacional nos agrega el desafío de poner a cada nueva 
generación en condiciones de participar en el esfuerzo. En primer 
lugar, toda sociedad humana debe conseguir transmitir a los miembros 
de las nuevas generaciones aquellos conocimientos y destrezas que 
les permitirán responder al desafío de la reproducción material: el 
conocimiento científico, la tecnología desarrollada hasta el momento 
(normalmente organizada en profesiones y oficios), lo que se ha con-
seguido entender sobre el funcionamiento de la economía. En segun-
do lugar, una sociedad humana tiene que tener éxito en transmitir los 
motivos y justificaciones que explican el orden institucional vigente, 

3 	 Ver, por ejemplo, habermas 1981.
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así como el contenido de las principales normas y las competencias 
necesarias para ajustarse a ellas.

Si una sociedad humana fracasa en la transmisión de los saberes 
y las técnicas, estará condenada a empezar una y otra vez su lucha 
por alejarse de la inseguridad y la penuria. Esto es lo que ocurre de 
manera dramática cada vez que se produce una crisis de civilización. 
Si, en cambio, una sociedad humana falla en transmitir a las nuevas 
generaciones el espíritu de las normas e instituciones que se ha dado, 
o si falla en transmitir los conocimientos y destrezas que son necesa-
rios para funcionar dentro de ese marco, entonces será el esfuerzo de 
reproducción simbólica el que se verá interrumpido.

El primer desafío (es decir, la transmisión de los saberes y destre-
zas necesarios para asegurar la reproducción material) suele ser clara-
mente percibido tanto dentro como fuera de los ámbitos filosóficos. 
Pero a veces se pierde de vista la importancia del segundo, es decir, la 
transmisión de los saberes, destrezas y valores que son necesarios para 
poder sostener un patrimonio común de instituciones y de normas.

Lo que solemos llamar “convivencia civilizada” no es algo natural, 
como son los árboles y las piedras, sino el resultado de un esfuerzo 
que se alimenta de ideas muy abstractas y de un largo proceso de ex-
perimentación colectiva. Basta con que dejemos de entender lo que se 
propusieron las generaciones que nos precedieron, o que perdamos de 
vista la lógica de sus decisiones, para que el orden recibido se vuelva 
opaco y empiece a tambalearse. Somos los herederos de un legado 
institucional valioso y precario. Tenemos, por cierto, libertad para 
modificarlo, pero eso supone entender lo que se hizo antes y por qué 
se hizo de esa manera. Si esa comprensión se pierde, no se tratará de 
cambio sino de decadencia.

El principal argumento para decir que la educación no puede ser 
considerada un asunto puramente privado consiste entonces en afir-
mar que se trata de un instrumento particularmente útil para trans-
mitir los saberes, destrezas y principios normativos que aseguran la 
reproducción material y simbólica de la sociedad. No se trata del único 
instrumento disponible, pero sí del que podemos utilizar de mane-
ra más sistemática. Esta idea ha sido repetidamente subrayada por 
quienes han reflexionado sobre el tema. En una conferencia dictada 
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en 1867, John Stuart Mill definía a la educación como “la cultura que 
cada generación transfiere deliberadamente a quienes van a ser sus 
sucesores, con el fin de prepararlos para mantener, y si es posible ele-
var, el nivel de avance que ha sido alcanzado” (mill 1867: 224). Unos 
120 años más tarde, Michael Walzer decía básicamente lo mismo: “La 
educación expresa lo que es quizás nuestro deseo más profundo: durar, 
continuar, persistir en el tiempo. Es un programa de supervivencia 
social” (walzer 1983: 197).

La continuidad de las sociedades humanas depende de la adecua-
da transmisión de saberes, competencias y valores entre una genera-
ción y otra. En el caso específico de las sociedades democráticas, esa 
transmisión es esencial para asegurar la continuidad de un modelo de 
convivencia que consideran preferible a otros. Hace falta, por lo tanto, 
que tomemos decisiones públicas que aseguren que la tarea se realice 
con razonable éxito.

3. Las razones de un retorno (a): motivos contextuales

La discusión precedente puede ayudar a entender la pertinencia teó-
rica de una reflexión sobre el gobierno de la educación, pero no es 
suficiente para explicar por qué el tema ha ganado tanta relevancia en 
los últimos años. Y cuando se intenta aclarar este punto, surgen tanto 
razones contextuales como motivos filosóficos.

Entre las razones contextuales cabe resaltar dos. La primera es de 
carácter político y la segunda es de naturaleza sociológica.

La razón política es el triunfo de la democracia como forma de 
gobierno. Tras la caída del socialismo real en los años noventa del si-
glo XX, se abrió un período excepcional en la historia humana: nunca 
antes como ahora hubo tantas sociedades que intentaran en forma 
simultánea vivir bajo instituciones democráticas. La lista no abarca 
a todos los países y en muchos de ellos se aplican malas imitaciones, 
pero, aun así, sigue siendo cierto que nunca como hoy hubo tantos 
millones de personas que tuvieran una expectativa razonable de poder 
influir sobre las decisiones de sus gobernantes.
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Esta difusión del orden democrático, por imperfecta que sea, pone 
a la educación en el centro de la atención. En una sociedad donde 
se aplica la ley del más fuerte, no es demasiado necesario (ni siquiera 
conveniente) que los ciudadanos incorporen los saberes y destrezas 
necesarios para participar en las decisiones. Tampoco hace falta que 
eso ocurra en una teocracia, donde la capacidad de identificar el buen 
rumbo político queda en manos de unos pocos iluminados. Pero una 
sociedad democrática sólo podrá sostenerse si los ciudadanos pueden 
participar con un mínimo de racionalidad en los procesos de decisión 
colectiva. Asegurar este resultado sin violentar la libertad individual 
es un desafío típico de nuestra época.

La razón sociológica se apoya en un hecho bien conocido: en 
todas las sociedades democráticas, el nivel de escolarización de los 
ciudadanos ha tendido a aumentar. Esto los impulsa a interesarse 
en el debate educativo, por la simple razón de que el tema les resulta 
familiar. Cuando se impulsaron las grandes reformas de finales del 
siglo XIX, muchos padres no sabían lo que era una escuela. Cuando la 
expansión de los estudios secundarios se inició a mediados del siglo 
XX, la mayoría de los padres sólo había asistido a la primaria. Hoy, en 
cambio, y con diferencias que varían de una sociedad a otra, cada vez 
son más los padres (y los ciudadanos adultos sin hijos) que tienen una 
larga trayectoria escolar por detrás. Eso los pone en mejores condicio-
nes de desarrollar sus propias ideas y de incorporarse al debate público. 

Por razones contextuales de este tipo, el gobierno de la educación 
está dejando de ser una cuestión para minorías ilustradas (como lo fue 
en el siglo XVIII) para convertirse en un tema central de debate ciu-
dadano. Esta es una razón contextual pero poderosa para que el tema 
gane espacio en la agenda de trabajo de los académicos profesionales.

4. Las razones de un retorno (b): desafíos filosóficos

Pero las razones contextuales sólo explican parcialmente el nuevo 
interés de los filósofos políticos en el gobierno de la educación. Si este 
interés efectivamente está renaciendo, eso también se debe a que hay 
razones estrictamente filosóficas. Dicho de manera más precisa: si el 
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gobierno de la educación vuelve a ocupar un lugar importante en la 
agenda de los filósofos políticos, es porque esta problemática plantea 
desafíos intrínsecos a la disciplina. Esto ocurre de múltiples maneras, 
de modo que sólo voy a concentrarme en algunas. Para favorecer la 
claridad de la exposición, voy a presentar dos de estas razones en la 
presente sección, una tercera en la siguiente y una cuarta en la última.

Un primer desafío que el gobierno de la educación plantea a la 
filosofía política consiste en la necesidad de abandonar uno de los 
supuestos más básicos de la disciplina. Este supuesto, ampliamen-
te aceptado al menos por quienes hacen filosofía política desde una 
perspectiva democrática, consiste en asumir que los ciudadanos somos 
objeto de decisiones políticas, pero al mismo tiempo somos, o al menos 
deberíamos ser, sujetos de tales decisiones. Por ejemplo, todos esta-
mos sometidos a las leyes que aprueba el Parlamento, pero al mismo 
tiempo podemos competir por acceder a ese órgano. Todos debemos 
pagar nuestros impuestos, pero todos podemos participar en el debate 
público sobre la mejor política fiscal que podemos darnos.

Esto es justamente lo que no ocurre con los miembros de las 
nuevas generaciones. Ellos son objeto de las decisiones que tome-
mos sobre su educación pero, al menos durante un largo lapso, no 
les reconocemos la capacidad de evaluarlas ni de influir sobre ellas. 
Tampoco podemos esperar a que desarrollen estas capacidades para 
incorporarlos a la discusión, porque nunca llegarán a desarrollarlas si 
no empezamos por tomar decisiones que los afecten. Como observa 
un activo participante en este debate: “Muchas destrezas y caracterís-
ticas sólo pueden adquirirse en la infancia. Otras se aprenden mucho 
más eficientemente en la infancia que más tarde en la vida. Piensen en 
el aprendizaje del lenguaje. Si usted no aprendió una primera lengua 
hacia los 7 años, ya nunca lo hará. Si usted no aprendió una segunda 
lengua hacia los 18, todavía podrá hacerlo, pero le va a resultar mucho 
más difícil que si la hubiera aprendido antes, y es casi seguro que 
nunca conseguirá hablarla sin acento” (brighouse 2006: 8-9).

¿Qué es mejor para los miembros de las nuevas generaciones? ¿Ser 
inicialmente educados sólo en su lengua materna o recibir una educa-
ción bilingüe desde muy temprano? Los miembros de una sociedad 
plural podemos tener distintas opiniones al respecto, pero lo cierto 
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es que no podemos esperar a que los miembros de las nuevas gene-
raciones se hayan vuelto adultos para tomar una decisión en consulta 
con ellos. Si esperamos hasta ese momento, la opción de la educación 
bilingüe ya habrá quedado de lado.

En la última sección voy a mencionar algunos problemas morales 
generados por esta situación. Pero, antes de llegar a ese punto, aquí 
quisiera mencionar un problema específico de la filosofía política: si 
los miembros de las nuevas generaciones no están en condiciones de 
tomar decisiones sobre su propia educación que hace falta ejecutar 
ahora, ¿quiénes deberán tomarlas por ellos?

No bien planteada esta pregunta, aparecen varios candidatos posi-
bles. Los primeros, naturalmente, son los padres, que pueden presentar 
varios argumentos a su favor. Algunos de esos argumentos tienen 
que ver con el bienestar de los hijos. Por ejemplo, puede sostenerse 
razonablemente que los padres son quienes mejor conocen a sus hijos 
y quienes están más preocupados por su felicidad, o que los padres 
son quienes están en mejores condiciones para asegurar ciertas con-
diciones esenciales para el desarrollo emocional de sus hijos, como la 
seguridad afectiva (alstott 2004). Otros argumentos no se basan en 
el bienestar de los hijos sino en los derechos de los propios padres. Un 
ejemplo típico es el clásico argumento de Charles Fried que sostiene 
que la libertad de elegir cómo queremos educar a nuestros hijos es 
una parte esencial de la libertad de vivir nuestras vidas en función 
de nuestras propias ideas sobre cómo vale la pena vivir (fried 1978).

Pero, al menos desde John Locke, es relativamente fácil argumen-
tar que el hecho de haberlos procreado no convierte a los padres en 
propietarios de sus hijos, de modo que no pueden invocar una libertad 
de decisión ilimitada (locke 1693). Esta suele ser la base para una se-
rie de argumentos que apuntan a justificar la intervención del Estado. 
Algunos de esos argumentos apelan a los derechos de los hijos (por 
ejemplo, el derecho a quedar a salvo de las eventuales negligencias o 
perversidades de sus padres). Otros apelan a las condiciones necesa-
rias para asegurar la reproducción del orden social (por ejemplo, la 
necesidad de poner a los miembros de las nuevas generaciones en con-
diciones de funcionar como ciudadanos o como agentes económicos 
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independientes). Otros argumentos apelan a la idea de justicia, como 
los que refieren a la igualdad de oportunidades4.

Pero la intervención del Estado en la educación de las nuevas ge-
neraciones también levanta objeciones importantes. Algunas de ellas 
refieren a las limitaciones y riesgos que implica la acción estatal (por 
ejemplo, su incapacidad para tomar decisiones que puedan ajustarse 
a la diversidad de los casos particulares, o el riesgo de derivas autori-
tarias)5. Otras objeciones señalan limitaciones que afectan tanto a los 
funcionarios que deben actuar en nombre del Estado (por ejemplo, 
la falta de involucramiento afectivo o el estar desprovistos del cono-
cimiento técnico necesario para asegurar aprendizajes de calidad)6.

Estos argumentos suelen emplearse para justificar la prioridad de 
los expertos, es decir, de los especialistas en educación, a la hora de 
tomar decisiones. Esta prioridad ha sido defendida por figuras im-
portantes, incluyendo a Immanuel Kant en su obra Sobre Pedagogía7. 
Pero también hay fuertes argumentos en contra de la prioridad de los 
expertos. Por ejemplo, el argumento anticorporativista (es decir, aquel 
que sostiene que, si se deja decidir a quienes viven de la educación, 
los sistemas educativos van a estar al servicio de sus intereses y no de 
los intereses de los alumnos)8, o el argumento anti-tecnocrático (es 
decir, aquel que sostiene que las decisiones públicas fundamentales en 
materia educativa no son de carácter técnico sino ciudadano)9.

4 	 Para una argumentación del primer tipo ver, por ejemplo, ackerman 1980. 
La segunda clase de argumento es típica de las teorías del capital huma-
no inspiradas en Gary Becker (ver becker 1975). Un ejemplo clásico del 
tercer tipo de argumentación es John Rawls en A Theory of Justice (rawls 
1971).

5 	 Dos ejemplos clásicos son condorcet 1791 (especialmente pp. 85-86) y 
mill 1859 (especialmente p. 117).

6 	 Para un ejemplo de este punto de vista, ver, por ejemplo, brighouse & 
swift 2006: 105.

7 	 Ver en particular kant 1803: ## 15 y 16.
8 	 Para un ejemplo clásico, ver illich 1970.
9 	 Una formulación típica de este punto de vista es la siguiente: “Ser un ex-

perto en educación no es necesario, ni es una condición suficiente, para 
reclamar autoridad sobre la educación en una democracia” (gutmann 
1988: 189).
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No pretendo entrar ahora en este debate10, pero lo que me im-
porta señalar es que hay aquí una poderosa fuente de interés para los 
filósofos políticos: el hecho de admitir que debemos tomar ahora nu-
merosas decisiones sobre la educación de los miembros de las nuevas 
generaciones no dice nada sobre quién debe actuar, ni dentro de qué 
límites, ni con qué objetivos, ni bajo qué condiciones.

Quisiera mencionar ahora una segunda razón no contextual por 
la que los filósofos políticos se están interesando en el gobierno de 
la educación. Esta razón no es de tipo sustantivo sino metodológico. 
Las discusiones en torno a la temática educativa devuelven actuali-
dad a algunas cuestiones largamente debatidas, como la de saber si 
podemos hacer una filosofía política exclusivamente centrada en las 
preferencias, necesidades y derechos de los individuos, o si debemos 
incorporar la consideración de al menos algunos actores colectivos11. 

Como todos sabemos, la filosofía política contemporánea tiene un 
fuerte sesgo a favor del individualismo metodológico. Al menos en el 
mundo anglosajón (que es donde se ubica la corriente principal de la 
disciplina) la gran mayoría de los autores han adoptado esta perspec-
tiva. Casi todos ellos están acostumbrados a razonar en términos de 
libertades individuales, de preferencias individuales, de dotaciones de 
oportunidades o recursos a ser distribuidas entre individuos, al tiempo 
que han abandonado nociones de carácter colectivo tales como pueblo, 
clase, raza o nación. Este desplazamiento ha traído claros beneficios 
en términos de claridad argumentativa.

Pese a esta orientación predominante, algunos filósofos políticos 
de primer orden siguen sosteniendo que no es posible hacer buena 
filosofía política si no se admite la relevancia de al menos ciertos 
colectivos. Dos ejemplos bien conocidos son la noción de comunidad 
identitaria tal como ha sido trabajada por Charles Taylor12, o la noción 

10 	 Lo hice en da silveira 2009: 45ss.
11 	 Si bien este debate se remonta al menos a los tiempos de Karl Popper y 

Ludwig von Mises, es generalmente admitido que la discusión contem-
poránea se inicia con la publicación de elster 1982.

12 	 Ver al respecto, por ejemplo, taylor 1992.
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de minoría cultural tal como ha sido tratada por Will Kymlicka13. Para 
estos autores, percibir a la sociedad como únicamente formada por 
individuos es un error metodológico que trae dificultades sustantivas.

En este contexto, el gobierno de la educación se presenta como 
un tema de particular interés para los filósofos políticos porque nos 
obliga a considerar uno de esos colectivos de los que es difícil prescin-
dir: la familia. No me refiero aquí solamente a la familia tradicional, 
biparental, heterosexual y con reconocimiento legal, sino a todas las 
formas de comunidad familiar que podemos encontrar en una socie-
dad democrática contemporánea, entre las que desde luego se incluye 
la familia tradicional.

La familia ha sido siempre un tema complejo y desafiante para 
el análisis filosófico. Una prueba al respecto son las dificultades que 
tuvo John Rawls para incorporarla a su teoría. Hay momentos en los 
que Rawls incluye a la familia entre las instituciones que componen 
la estructura de base de la sociedad y hay otros momentos en los que 
la deja afuera. De hecho, existe una bibliografía extensa y un poco 
escolástica que discute el asunto14. Esta dificultad se debe a que la 
institución familiar está en el punto de cruce entre varias tensiones.

En primer lugar, la familia es al mismo tiempo un lugar de deci-
sión y de no decisión para sus miembros. Visto desde cierto ángulo, 
un núcleo familiar es el resultado de decisiones tomadas por agentes 
morales maduros. Si una familia existe es porque alguien decidió ca-
sarse o empezar a convivir. Si esa familia tiene hijos, es porque alguien 
decidió tenerlos o al menos decidió no impedirlo ni desentenderse 
de ellos una vez que nacieron. Si el funcionamiento de una familia 
está presidido por ciertos valores o patrones de comportamiento, es 
porque alguien eligió que fueran esos y no otros. En este sentido 
específico, la familia se parece a muchas organizaciones que también 
resultan de las decisiones de sus miembros, como un sindicato o una 
asociación cultural.

13 	 Las obras más influyentes al respecto son kymlicka 1989 y kymlicka 
1995.

14 	 Para una visión panorámica, ver por ejemplo vallentyne 2002.
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Pero, cuando miramos las cosas desde otro ángulo, la familia se nos 
presenta como una organización también integrada por personas que 
no han decidido estar allí ni pueden modificar fácilmente su vínculo. 
Los hijos son una parte esencial del núcleo familiar, pero no fueron 
consultados antes de entrar ni se les pregunta sobre su voluntad de 
permanencia. En este aspecto específico, la familia se diferencia de 
una asociación cultural o de un sindicato, y se parece a una comunidad 
nacional o a una minoría étnica.

Cuando miramos las cosas desde el primer ángulo, resulta claro 
que debemos respetar las decisiones de los adultos. Intentar contro-
larlas o modificarlas afectaría su libertad de elegir la clase de vida que 
consideran valiosa. Pero cuando miramos las cosas desde el segundo 
ángulo todo se complica: ¿hasta qué punto las decisiones paternas 
pueden afectar las vidas de sus hijos, es decir, de individuos que aun no 
están plenamente desarrollados ni pueden actuar con independencia? 

La segunda tensión que explica la complejidad de la institución 
familiar tiene que ver con la protección de los derechos. La familia 
es en principio un ámbito privilegiado para el ejercicio y protección de los 
derechos individuales. Pero, si las cosas ruedan lo suficientemente mal, 
puede convertirse en una fuente de amenazas particularmente graves, 
especialmente para algunos de sus miembros.

Como ocurre en otras instituciones, en el ámbito familiar conflu-
yen diferentes actores revestidos de sus respectivos derechos. Por una 
parte están los adultos y su derecho a ser respetados en su intimidad, 
a vivir en función de sus convicciones y a transmitir a sus hijos aquello 
que consideran digno de ser transmitido. Por otra parte están los hijos 
y su derecho a ser respetados en su integridad física y psicológica, a ser 
debidamente alimentados y atendidos, y a crecer en condiciones que 
aseguren su normal desarrollo afectivo, cognoscitivo y moral.

Normalmente no hay demasiadas dificultades para proteger al 
mismo tiempo los derechos de todos. La inviolabilidad del hogar y el 
respeto de la intimidad suelen alcanzar para que los miembros adultos 
puedan organizar su vida privada. Los derechos de los hijos, por su 
parte, suelen estar fuera de peligro como consecuencia del cuidado de 
los padres. Esta protección es tan perfecta que ni siquiera hace falta 
pensar en términos de derechos. La familia es el mejor ejemplo de una 
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comunidad centrada en lazos de intimidad y afecto, donde nadie tiene 
necesidad de apelar a exigencias de justicia para sentirse reconocido y 
protegido. Lo que en otros ámbitos se logra por la vía del reclamo, aquí 
se recibe antes de pedirlo. Hasta tal punto es así que, si los miembros 
de una familia empiezan a hablar regularmente el lenguaje de los 
derechos, es probable que algo muy esencial se haya dañado15.

Pero, si bien los derechos de padres e hijos suelen estar protegidos 
por una dinámica familiar saludable, al menos en ciertas circunstan-
cias pueden entrar en conflicto. Un padre perverso puede reivindicar 
su derecho a la intimidad para atentar contra la integridad física de 
sus hijos. Un padre negligente puede reclamar su derecho a tomar 
decisiones sobre sus hijos y luego fallar en proporcionarles un mínimo 
bienestar. Un padre fanático puede reivindicar su derecho a vivir según 
sus propias convicciones para intentar adoctrinar a los miembros de 
su familia.

Este riesgo de conflicto entre los derechos de diferentes miembros 
es frecuente en muchas organizaciones, pero lo peculiar de la familia 
es el alto grado de desprotección en el que quedan los hijos cuando 
las cosas andan verdaderamente mal16. Esto se debe a la combinación 
de varios factores.

En primer lugar, los menores carecen de información y (al menos 
hasta cierta edad) de las capacidades cognoscitivas necesarias para sa-
ber que sus derechos están siendo violados. Frecuentemente ignoran si 
la situación que viven es excepcional o es la norma. En segundo lugar, 
los menores carecen de la capacidad de iniciar acciones legales: si sus 
padres no los representan, sus posibilidades se vuelven muy limitadas. 
En tercer lugar, los menores no pueden romper lazos con su familia, o 
sólo pueden hacerlo en circunstancias muy traumáticas. Por último, el 
respeto de la intimidad hace difícil saber lo que está ocurriendo en un 
hogar. Los padres pueden ejercer un gran control sobre quién ingresa 
y sobre la información que sale hacia afuera.

15 	 Sobre este tema ver, por ejemplo, schoeman 1980, sandel 1982: 32, 
archard 1993: 88-89

16 	 Lo mismo puede ocurrir con los ancianos o las personas con deficiencias 
mentales serias.
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Cada uno de estos factores puede darse en otros contextos. La 
falta de información sobre lo que ocurre en el resto de la sociedad 
es común en las pequeñas comunidades rurales. La incapacidad de 
iniciar acciones legales es típica de los inmigrantes clandestinos. La 
extrema dificultad para romper los lazos de pertenencia existe en 
ciertas comunidades étnicas o religiosas. La opacidad que esconde 
eventuales abusos es un riesgo de la relación terapéutica. Pero lo pe-
culiar de la familia es que todos estos factores pueden darse a la vez 
y durante mucho tiempo. Por eso, la familia puede pasar de ser un 
ámbito privilegiado de protección y ejercicio de los derechos a funcio-
nar como un lugar de especial desprotección. Felizmente, los casos en 
los que esto ocurre son comparativamente pocos. Por un hogar donde 
las cosas andan muy mal, hay muchos que funcionan razonablemente 
bien. Pero alcanza con que el riesgo exista para que surja la pregunta 
sobre cómo y cuándo intervenir17.

En este punto aparece la tercera tensión que permite describir a la 
familia como una institución compleja. Las instituciones públicas tienen 
un interés legítimo en incidir sobre la vida familiar, no sólo para evitar 
eventuales violaciones a los derechos sino también para asegurar la 
reproducción material y simbólica de la sociedad. Pero la familia es al 
mismo tiempo un espacio muy vulnerable a cualquier forma de interven-
ción. Aunque nadie se lo proponga, los intentos por mejorar su fun-
cionamiento desde afuera pueden tener el efecto de desestabilizarla.

Los argumentos a favor del control social de la vida familiar son 
fuertes y conocidos. La familia no sólo es un espacio importante desde 
el punto de vista de los derechos, sino un engranaje básico de la re-
producción social. Los padres suelen ser muy eficientes en lograr que 
sus hijos hagan aprendizajes fundamentales, pero están lejos de ser 
infalibles. Si fracasan en su tarea, el impacto sobre la vida individual y 
colectiva puede ser muy grande. Y si se equivocan masivamente en los 

17 	 Naturalmente, los derechos de los niños también pueden ser vulnerados (y 
de hecho lo son con mayor frecuencia) fuera del núcleo familiar (archard 
1993: 156). Frente a este riesgo, la familia actúa normalmente como un 
resguardo y no como una amenaza.
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valores que transmiten, el logro de algunos fines socialmente deseables 
puede volverse arduo18.

Pero al mismo tiempo es verdad que todo intento de incidir so-
bre el funcionamiento de las familias puede tener efectos contrapro-
ducentes. El buen funcionamiento de la dinámica familiar exige un 
contexto de intimidad y confianza que es muy vulnerable a cualquier 
forma de intromisión (alslott 2004: 42). Muchos análisis empíricos 
confirman que la judicialización de las relaciones entre padres e hijos 
tiende a volver irreversibles los daños que se hayan producido en ese 
vínculo. Otras formas de intervención son menos desestabilizadoras 
(por ejemplo, las visitas de personal técnico), pero siempre debilitarán 
el clima de intimidad. Y luego está el problema del riesgo totalitario: 
un Estado que toma como norma la intervención en los asuntos fami-
liares puede descubrir que dispone de un instrumento poderoso para 
condicionar las ideas y actitudes de las nuevas generaciones. 

Discutir este conjunto de problemas es una tarea ardua. Y la pre-
gunta es si esa reflexión puede procesarse dentro de los límites del 
individualismo metodológico, o si es necesario considerar a la familia 
como un actor colectivo al que hay que entender en su peculiaridad 
y en su complejidad. Por ejemplo, ¿es necesario reconocer a la fami-
lia como un agente titular de derechos, de un modo similar a como 
Kymlicka considera a las comunidades culturales?

5. Las razones de un retorno (c): nuevos aportes al debate sobre la justicia

Los dos ejemplos mencionados en la sección anterior (el desafío a 
un supuesto básico de la filosofía política democrática y el desafío al 
individualismo metodológico) son dos casos de un fenómeno más 
general: muchos filósofos políticos se están interesando en el gobierno 

18 	 A mediados del siglo XIX, John Stuart Mill acusaba a la familia de ser la 
principal escuela de “despotismo machista”, es decir, de inculcar hábitos y 
modos de pensar que atentaban contra la igual dignidad de las mujeres. 
Sólo en la medida en que esos hábitos familiares cambiaran, podría haber 
mejoras sustanciales en la condición de la mujer (Ver el capítulo VII de The 
Subjection of Women, publicado por Mill en el año 1868).
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de la educación, no sólo por razones contextuales sino también por 
razones estrictamente filosóficas. Otra razón de este último tipo es 
que la reflexión sistemática sobre el gobierno de la educación aporta 
nueva luz sobre algunos debates centrales de la disciplina. Un ejemplo 
típico es la discusión sobre la igualdad de oportunidades.

El vínculo entre igualdad de oportunidades y educación empezó 
a ser discutido hace unos dos mil quinientos años. Ya Platón, en La 
República, hace una constatación que era cierta en su época y sigue 
siendo cierta hoy: la familia es la principal fábrica de desigualdades 
en una sociedad. Nacer en un hogar con medios económicos, buen 
nivel cultural y abundantes contactos sociales abre perspectivas muy 
diferentes de las que se tienen si uno nace en un hogar pobre, cultu-
ralmente débil y con pocos vínculos.

Todos conocemos la solución que propuso Platón. Su propuesta 
fue lisa y llanamente eliminar la familia. Nadie razonable defiende 
hoy un programa semejante, pero mucha gente (y en especial muchos 
filósofos políticos) siguen pensando que la educación puede ser un 
mecanismo eficaz para compensar las formas de desigualdad genera-
das por la diversidad de orígenes.

Esta idea es intuitivamente atractiva, pero nos enfrenta a dificul-
tades difíciles de superar. Una manera de visualizar el punto consiste 
en evocar una de las propuestas más influyentes de la filosofía política 
contemporánea, que es la de John Rawls.

Como es sabido, Rawls formuló un Principio de Igualdad de 
Oportunidades que forma parte de su segundo principio de justicia, 
es decir, del Principio de Diferencia en sentido amplio. El Principio 
de Igualdad de Oportunidades de Rawls dice lo siguiente: “Aque-
llos que tienen un mismo nivel de talento y habilidad, y la misma 
voluntad de usarlos, deben tener las mismas perspectivas de éxito 
con independencia de su lugar inicial en el sistema social, es decir, 
independientemente del sector de ingresos en el que hayan nacido” 
(rawls 1971: 73).19 

Este principio enfrenta una primera dificultad, que es cómo ve-
rificar si dos personas tienen las mismas capacidades. Pero eso no es 

19 	 La misma idea en rawls 2001: 43ss.
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demasiado preocupante. La discusión filosófica empieza por buscar 
conclusiones que sean defendibles en términos normativos y deja para 
más tarde los problemas de aplicación. Las dificultades filosóficas que 
plantea este principio están en otra parte. Aquí voy a mencionar dos.

Una primera dificultad no tiene que ver con el modo en que está 
formulado el principio, sino con las reglas de prioridad para su apli-
cación. Como es sabido, Rawls sostuvo que la aplicación del primer 
principio (es decir, el Principio de Igual Libertad) es prioritario sobre 
el segundo principio (es decir, el Principio de Diferencia en sentido 
amplio), y que la segunda cláusula del segundo principio (es decir, 
el Principio de Igualdad de Oportunidades) es prioritario sobre la 
primera cláusula de ese principio (es decir, sobre el Principio de Dife-
rencia en sentido estricto)20. Todo esto ha sido pacíficamente aceptado 
por muchos seguidores de Rawls pero, como han señalado algunos crí-
ticos (el primero fue Richard Arneson), la segunda regla de prioridad 
es problemática. Su aplicación estricta, en efecto, nos obligaría a seguir 
practicando la igualdad de oportunidades aun en el caso de que eso 
produzca ineficiencias que perjudiquen a los menos favorecidos. Eso 
va en contra del espíritu del Principio de Diferencia, lo que plantea 
un problema de consistencia (arneson 1999).

Pero el Principio de Igualdad de Oportunidades de Rawls genera 
todavía otras dificultades. Eso se debe a que ese principio expresa de 
manera particularmente clara un supuesto metodológico de todo su 
pensamiento, que es la insensibilidad hacia la cuestión del mérito: si 
dos chicos tienen capacidades similares y una misma disposición al 
esfuerzo, sus perspectivas deben ser las mismas con total independen-
cia de los esfuerzos que hayan hecho sus padres.

Rawls defiende esta posición porque cree que la capacidad de 
esforzarse está condicionada socialmente. Ser capaces de esforzarnos 
es parte del legado que hemos recibido de nuestro entorno. Por esta 
razón debemos redistribuir los recursos y las oportunidades sin tener 
en cuenta el mérito individual. En un pasaje célebre de A Theory of 
Justice lo formula de este modo: “Aun la disposición a esforzarse, a 

20 	 Estas reglas de prioridad son presentadas en rawls 1971: 42.
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intentar algo y merecerlo en el sentido corriente del término, depende 
de condiciones familiares y sociales favorables” (rawls 1971: 74). 

Este punto de vista contiene un núcleo de verdad, pero es difícil de 
aceptar como tesis general sobre la condición humana. El contexto de 
origen puede dificultar el desarrollo de la capacidad de esfuerzo, pero 
muchas personas que han crecido en un mismo entorno (por ejemplo, 
en una misma familia) llegan a diferenciarse mucho en este aspecto. 

Complementariamente, no es para nada fácil distinguir entre 
nuestras capacidades naturales y esas mismas capacidades tales como 
han sido fortalecidas por el esfuerzo. Cómo observó alguna vez Ro-
nald Dworkin, no todo el mundo nace con las condiciones necesarias 
para ser campeón olímpico, pero muchas personas nacen con esas 
condiciones y nunca llegan a ser competitivos. Es verdad que sólo al-
gunos nacen con una gran inteligencia natural, pero a veces consiguen 
mejores logros quienes son más metódicos y esforzados. Sin una eva-
luación realista de nuestras capacidades y sin un trabajo constante so-
bre nosotros mismos, las mejores cualidades pueden desperdiciarse. La 
responsabilidad individual juega un papel crucial en la producción de 
oportunidades individuales y de recursos disponibles en la sociedad.21

Que Rawls no se haga cargo de esta complejidad lo enfrenta ante 
todo a un problema metodológico. Como todos sabemos, el méto-
do de trabajo que él mismo propuso (el célebre “equilibrio reflexi-
vo”) exige contrastar las conclusiones de la elaboración teórica con 
la sensibilidad moral compartida por los miembros de una sociedad 
democrática. Y es un dato empírico fácilmente verificable que la idea 
de mérito juega un papel significativo en nuestras valoraciones en 
términos de justicia. Por ejemplo, usualmente decimos que alguien 
merece el éxito que está teniendo porque lo construyó con esfuerzo. 
La frecuencia con la que apelamos a este argumento hubiera debido 
funcionar como una señal de alarma metodológica, pero Rawls deci-
dió ignorarla. Simplemente dio valor de axioma a la exclusión de la 
noción de mérito y muchos lo siguieron sin hacerse preguntas. De este 
modo terminó excluyendo de manera arbitraria una “intuición moral” 

21 	 Ver sobre el punto dworkin 2000.
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que cumplía todas las condiciones para ser integrada a la búsqueda 
del equilibrio reflexivo.

Pero la concepción rawlsiana de la igualdad de oportunidades no 
sólo plantea problemas de consistencia o metodológicos. Además nos 
conduce a conclusiones normativas difícilmente defendibles. Y esto 
es algo que se ve con más claridad cuando intentamos aplicarla a las 
decisiones públicas sobre la educación. Veamos solamente un ejemplo.

Es verdad que muchos hijos tienen perspectivas de vida muy fa-
vorables porque tuvieron la suerte de haber crecido en hogares favore-
cidos. Pero no es verdad que las diferencias sólo se deban al grado de 
riqueza de los padres. Los padres no sólo se diferencian por su nivel 
de éxito (medido gruesamente por el ingreso) sino también por su tasa 
de sacrificio (entendida como la proporción de ese ingreso que están 
dispuestos a invertir en sus hijos, en lugar de usarlos para satisfacer 
sus propias preferencias)22. 

Las oportunidades educativas de los hijos son muchas veces el re-
sultado del esfuerzo de sus padres, que trabajaron duro y renunciaron a 
muchas oportunidades de ocio y consumo. Cuando las cosas se miran 
desde esta óptica, la visión de Rawls aparece como demasiado unila-
teral. Puede que ciertas ventajas educativas no hayan sido merecidas 
por los hijos, pero estar en condiciones de ofrecerlas es algo merecido 
por los padres. Puede que los hijos no hayan hecho nada para merecer 
esos recursos suplementarios, pero los padres hicieron lo necesario 
para tener derecho a decidir sobre ellos.

Si aceptamos el punto de vista de Rawls, los padres deberíamos 
imponernos el deber de no hacer diferencias entre nuestros hijos y los 
hijos de otros. Si el hijo de mi vecino tiene más capacidades naturales 
que el mío, debe tener más oportunidades. Y yo debo contribuir a 
financiar esas oportunidades aun en el caso de que eso erosione gra-
vemente mi capacidad de sacrificarme en beneficio de mi propio hijo. 
Esta es una conclusión difícilmente defendible en términos norma-
tivos. La imparcialidad es un valor positivo en ciertos contextos (por 
ejemplo, en el caso de un docente que tiene a su hijo como alumno), 
pero no es exigible en todos los casos. Pedir a los padres que no les im-

22 	 Sobre esta distinción ver da silveira 2009: 88-89.
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porten sus hijos más que los hijos de otros es pedirles que vayan contra 
sus inclinaciones más básicas. También es pedirles que se abstengan de 
ejercer las responsabilidades que asumieron al traer hijos al mundo.23

No voy aquí a desarrollar en profundidad estas críticas ni a discutir 
alternativas24. Lo que me importa es mostrar cómo el trabajo filosófico 
sobre el gobierno de la educación nos lleva de manera muy directa a 
discutir cuestiones clásicas de la filosofía política y a examinar bajo 
una nueva luz las ideas de algunos de los filósofos más influyentes de 
nuestra época. Creo que esto también es parte de la explicación del 
nuevo interés de los filósofos políticos por el tema.

6. Las razones de un retorno (d): problemas morales

La educación no sólo es un medio útil para asegurar la reproducción 
material y simbólica de la sociedad, sino también para intentar alcan-
zar otros fines. Algunos de ellos son puramente privados, como los 
que suelen fijarse los padres. Por ejemplo: preparar a sus hijos para la 
vida o transmitirles ciertas tradiciones culturales o religiosas. Otros 
pueden ser públicos, es decir, asumidos por la sociedad en su conjunto. 
Por ejemplo: aumentar la competitividad de la economía o mejorar la 
igualdad de oportunidades. La articulación entre estos diversos fines 
nos enfrenta a problemas tradicionales de la filosofía política pero 
también, con alguna frecuencia, a problemas típicos de la filosofía 
moral. Un caso particularmente relevante es el de la formación para el 
ejercicio de la independencia moral: ¿qué decisiones debemos tomar 
como sociedad a propósito de la educación si, al mismo tiempo que 

23 	 Complementariamente, y tal como señala Tooley, una estrategia semejante 
tendría consecuencias negativas en términos de eficiencia: “¿De qué ser-
viría a un hombre trabajar duro a favor de sus hijos, para proporcionarles 
tantas oportunidades como pueda, si todo el propósito de la intervención 
estatal fuera asegurar que él no pueda beneficiar a sus hijos más allá de lo 
que beneficia a los suyos un padre que no se esfuerza?” (tooley 2003: 437).

24 	 Algunas propuestas alternativas al modo en que Rawls entiende la igual-
dad de oportunidades pueden encontrarse en gutmann 1988a: 115ss., 
curren 1995: 243ss., vallentyne 2002. Para una discusión general, ver 
da silveira 2009: 85ss.
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queremos respetar los derechos fundamentales de todos y alcanzar 
objetivos socialmente valiosos, queremos preparar a los miembros de 
las nuevas generaciones para el gobierno de su propia vida y para el 
ejercicio de la ciudadanía? 

Aquí vuelve a plantearse el problema de la imposibilidad de es-
perar: si postergamos toda decisión hasta el momento en que los 
miembros de las nuevas generaciones tengan edad suficiente para 
tomar decisiones por sí mismos, el estado en el que llegarán a esa edad 
les impedirá tomar cualquier decisión autónoma y responsable. Es im-
prescindible, entonces, que tomemos decisiones en lugar de ellos, para 
que en el futuro ellos estén en condiciones de decidir por sí mismos.

La forma clásica en la que este problema se discute en el marco 
de la filosofía moral es la cuestión del paternalismo. Actuar paterna-
listamente hacia alguien significa restringir su libertad de elección por 
razones que apelan a su propio bien. Varios filósofos políticos impor-
tantes han analizado en profundidad este asunto y han identificado 
las condiciones que deben cumplirse para que podamos calificar una 
restricción a la libertad como un caso justificado de paternalismo25. 
Por ejemplo, sólo podemos hablar de paternalismo cuando restringi-
mos la libertad de individuos que son capaces de tener preferencias. 
No se puede ser paternalista con un bebe de dos semanas ni con un 
sombrero. Sí se puede actuar paternalistamente hacia un niño de ocho 
años que no quiere ir a la escuela (lo que es una preferencia claramente 
formulada) con el argumento de que todavía no es capaz de evaluar 
los impactos de largo plazo de esa decisión (es decir, una justificación 
que apela a sus propios intereses).

¿Tenemos argumentos sólidos para sostener que debemos actuar 
en forma paternalista hacia los menores de edad, con el fin de asegurar 
su propio desarrollo moral? La pregunta puede parecer trivial pero no 
lo es. No debemos olvidar que en el pasado consideramos justificable 
actuar en forma paternalista hacia las mujeres, cuando hoy admitimos 
que no había argumentos válidos desde el punto de vista normativo.

25 	 La referencia clásica es dworkin 1979.
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Una respuesta ampliamente extendida, aunque no unánime26, 
consiste en decir que el paternalismo está justificado en este caso 
porque los menores están condicionados por cuatro insuficiencias 
características. Esas cuatro insuficiencias explican, entre otras cosas, 
por qué durante muchos años no son capaces de satisfacer sus pro-
pias necesidades (de alojamiento, alimento, vestimenta, etc.) tal como 
normalmente hacemos los adultos.

En primer lugar, los niños, y en menor medida los adolescentes, 
todavía no han desarrollado plenamente ciertas capacidades raciona-
les, como la de analizar situaciones empíricas complejas o prever las 
consecuencias a largo plazo de sus propias decisiones. (El chico de 
ocho años que quiere abandonar la escuela no está en condiciones de 
anticipar los efectos que tendría esa decisión sobre su capacidad futura 
para conseguir empleo).

En segundo lugar, los niños, y en menor medida los adolescentes, 
todavía no han desarrollado plenamente ciertas capacidades psicológi-
cas, como renunciar a gratificaciones presentes en favor de beneficios 
futuros. (El adolescente que prefiere comida chatarra es capaz de 
procesar información sobre los efectos que esa comida puede tener 
sobre su organismo, pero tiene dificultades para resistirse a ella cuando 
se está divirtiendo con sus amigos).

En tercer lugar, los niños, y en menor medida los adolescentes, 
todavía no han desarrollado plenamente ciertas capacidades morales, 
como analizar diferentes cursos de acción a la luz de un principio 
normativo abstracto. (Un chico de siete años es capaz de aplicar re-
glas concretas como “no mentirás”, pero no conseguirá entender una 
situación moralmente compleja que su padre enfrenta en el trabajo).

Por último, los niños, y en menor medida los adolescentes, carecen 
de suficiente información sobre las complejidades de la vida social y 
moral, así como sobre el funcionamiento del mundo natural27.

Importa hacer tres aclaraciones a propósito de este listado.

26 	 Para una visión crítica ver, por ejemplo, matthews 2009.
27 	 La bibliografía que da cuenta de estas cuatro generalizaciones es inabarca-

ble. Para un estado de la cuestión al cierre del siglo XX, ver purdy 1992.
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En primer lugar, aceptar que estas insuficiencias son típicas de 
las primeras etapas de la vida no nos obliga a esperar que todas ellas 
hayan desaparecido, ni que lo hayan hecho en igual medida, cuando las 
personas llegan a la vida adulta. Hay muchos adultos que tienen serias 
carencias en todos estos campos, y todos las tenemos en algún grado. 
Pero un desarrollo significativo de estas capacidades está dentro de 
lo que razonablemente esperamos encontrar en un adulto bien cons-
tituido, mientras no figura entre lo que razonablemente esperamos 
encontrar en un chico bien desarrollado para su edad. Precisamente 
por eso, nos servimos del grado de desarrollo de estas capacidades para 
identificar o describir patologías.

Una segunda aclaración es que este catálogo no dice nada sobre 
el modo en que debemos interpretar estas insuficiencias. ¿Se trata de 
hechos de naturaleza que tenderán a repetirse en cualquier contexto, 
o se trata de los resultados de un proceso histórico específico? ¿Debe-
mos esperar encontrarlas en los niños y adolescentes del futuro lejano, 
o puede que algún día desaparezcan? Probablemente nadie tenga 
respuestas claras para estas preguntas. Pero estas generalizaciones 
vienen siendo confirmadas por los hechos desde hace mucho tiempo, 
y nada indica que vayan a dejar de serlo en un futuro razonablemente 
próximo.

La tercera aclaración es que la superación (relativa) de estas insu-
ficiencias se cumple en forma progresiva. Esto significa que, al menos 
en condiciones normales, entre la primera infancia y la vida adulta hay 
una región intermedia en la que los individuos desarrollan de manera 
gradual sus capacidades, al tiempo que incorporan experiencia e in-
formación sobre el mundo. También en este sentido, y no sólo en su 
aspecto físico, un chico de cuatro años se parece poco a un adolescente 
de quince. 

Suponiendo entonces que tenemos una buena argumentación 
para justificar nuestro paternalismo hacia los menores de edad, ¿qué 
conclusiones pueden extraerse a propósito de la organización general 
de la educación? Esta es una pregunta que no acepta ninguna respues-
ta breve, porque aun quedan muchos problemas por resolver. Y uno de 
ellos consiste en identificar la clase de paternalismo que debemos ejer-
cer. Siguiendo algunas distinciones clásicas en la materia: ¿debemos 
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optar por un paternalismo clásico, por alguna forma de paternalismo 
autoconsentido o por una modalidad de paternalismo transitorio?

El paternalismo clásico o estándar es aquel que se ejerce sobre 
una persona con limitaciones cognitivas o psicológicas de carácter 
grave e irreversible (el caso típico es el de un apoderado o un curador 
designado por el juez para proteger los intereses de una persona con 
graves discapacidades intelectuales). El paternalismo autoconsentido 
es aquel que ejercemos sobre nosotros mismos, previendo momentos 
de debilidad de nuestra racionalidad o de nuestra voluntad (el ejemplo 
típico son las normas que nos obligan a usar cinturón de seguridad). 
El paternalismo transitorio es aquel que se ejerce sobre otros durante 
cierto período, asumiendo que la persona que es objeto de una res-
tricción de tipo paternalista pasará en una etapa posterior a estar en 
condiciones de tomar decisiones por sí mismo28.

Dado el desarrollo progresivo de las capacidades racionales, psi-
cológicas y morales, existe un consenso amplio en el sentido de que 
las decisiones que debemos tomar sobre la educación de los miembros 
de las nuevas generaciones son un caso de paternalismo transitorio 
(excepto en el caso de aquellos individuos que padecen alguna limi-
tación cognitiva o psicológica severa e irreversible). Pero esto plantea 
nuevos desafíos al debate. Uno de ellos consiste en saber hasta cuándo 
es legítimo ejercer ese paternalismo transitorio. Esta cuestión no es 
sencilla, porque el paso desde la inmadurez a la madurez cognitiva y 
emocional ocurre a ritmos que varían de un individuo a otro. Otro 
problema que nos desafía puede formularse de este modo: si bien está 
claro que no podemos someternos al juicio actual de los miembros de 
las nuevas generaciones acerca de la educación que están recibiendo, 
sí es posible decidir hoy que nos someteremos a su juicio futuro. Y eso 
plantea la pregunta acerca de qué condiciones deben cumplirse para 
que este juicio ex-post pueda ser formulado con niveles aceptables de 
racionalidad y autonomía.

28 	 La discusión contemporánea sobre paternalismo aparece, entre otros tra-
bajos, en kleinig 1984, cohen 1986, shapiro 1988, brock 1988, scoccia 
1990, noggle 2002, de marneffe 2006, coons & weber 2013.
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Parte de la respuesta a esta pregunta consiste en decir que debe-
mos excluir cualquier forma de adoctrinamiento o lavado de cerebros 
como prácticas educativas aceptables. Y esto nos obliga a establecer el 
límite entre la pretensión legítima de los adultos (ya sean los padres, 
los educadores o la sociedad en su conjunto) de transmitir valores y 
definiciones morales a los miembros de las nuevas generaciones, y 
aquellas prácticas educativas que resultan atentatorias de la autonomía 
moral futura. ¿Dónde debemos colocar, por ejemplo, a la formación 
religiosa?29

La literatura sobre este punto es muy abundante pero, a simple 
título de ejemplo, quisiera recordar el modo en que plantea la cuestión 
un filósofo influyente como Joel Feinberg.

Feinberg ha llamado la atención sobre un conjunto específico de 
derechos a los que dio el nombre de “derechos anticipatorios”. Se trata 
de derechos que no pueden ser ejercidos pero sí pueden ser violados 
hoy, de tal modo que se vuelva imposible ejercerlos en el futuro. Para 
decirlo de manera simple, son derechos que pueden ser violados “por 
anticipado”. Feinberg pone un ejemplo brutal para ilustrar su idea. 
Un niño de dos meses todavía no puede caminar. Sin embargo, todos 
sabemos que, salvo circunstancias excepcionales, podrá hacerlo en el 
futuro. Pero, dice Feinberg, “uno podría violar este derecho ahora, an-
tes de que pueda ser ejercido, cortando las piernas del niño” (feinberg 
1980: 125). Un acto semejante no sólo constituiría un atentado contra 
su integridad física actual, sino también contra su derecho futuro a 
andar libremente.

Feinberg se interesó especialmente en un subgrupo a los que llamó 
“derechos anticipatorios a la autonomía moral”. Se trata de derechos 
que protegen la capacidad futura de elegir el tipo de vida que cada uno 
querrá vivir30. La violación de esos derechos “nos asegura ahora que, 

29 	 Discutí de manera general este problema en da silveira 2012.
30 	 Detrás de esta caracterización hay una distinción, clásica en la filosofía 

contemporánea, entre derechos de bienestar y derechos de autonomía. El 
derecho a ser debidamente alimentado es un derecho de bienestar. El dere-
cho a elegir con quién me voy a casar es un derecho de autonomía. Sobre 
este punto ver, por ejemplo, brennan 2002.
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cuando el niño sea un adulto autónomo, ciertas opciones clave serán 
imposibles para él” (feinberg 1980: 126).

La conclusión de Feinberg es que, a la hora de tomar decisiones 
sobre los miembros de las nuevas generaciones, debemos verlos como 
futuros adultos interesados en el ejercicio de su autonomía moral. 
Si las decisiones que tomamos hoy tienen el efecto de anular o li-
mitar severamente esa autonomía futura, les estaremos causando un 
perjuicio. El criterio básico, dice Feinberg, es que los miembros de 
las nuevas generaciones mantengan “un futuro abierto”, esto es, un 
abanico de decisiones potenciales que contenga todas aquellas que 
querrán tomar una vez llegados a la edad adulta, y aún muchas que 
nunca tomarán debido a la orientación que habrán dado a sus vidas 
(feinberg 1980: 127).

Como todos los criterios normativos, el que acabo de mencionar 
es tremendamente general y abstracto. Pero es también un buen prin-
cipio para iniciar una reflexión sobre el modo en que tenemos que 
organizar, por ejemplo, la educación moral, la educación religiosa o 
la educación cívica. El enlace entre la reflexión moral y la necesidad 
política de tomar esta clase de decisiones es otra de las razones que 
explica la creciente vigencia de la temática educativa en la agenda de 
los filósofos políticos.
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